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1. Ver nuestro "Prescripción adquisitiva de cosas mueb les", Juris, Rosario,
1971, T. 39, p. 329 a 345, donde expresamos:

"Pareciera ser que la Comisión redactora pretendió uniformar, en este
aspecto, la legislación civil con la legislación co mercial, propósito loable que,
como regla general, debe presidir las modificacione s que se efectúen a nuestro
derecho positivo" (p. 335).

1) Introducción

El proyecto de reformas ha remodelado de manera tot al la

Sección Tercera del Libro Cuarto, de manera que inc ide no solamente

sobre la prescripción liberatoria o extintiva, cuyo  principal campo

de aplicación se da en materia de obligaciones, sin o también sobre la

prescripción adquisitiva que es la propia de los de rechos reales.

En alguna oportunidad, ya hace años, con motivo de las

reformas que la ley 17.711 introdujo en materia de prescripción,

refiriéndonos específicamente a la prescripción adq uisitiva de cosas

muebles 1, que anteriormente sólo estaba legislada por el Có digo de

Comercio, dijimos que al parecer el legislador habí a tenido la inten-

ción de unificar en ese aspecto nuestro derecho pri vado, porque el

nuevo artículo 4016 bis tendía en su primer párrafo  a reproducir la

norma correspondiente del Código de Comercio (art. 477) limitándose

a suprimir la distinción de plazos entre presentes y ausentes que ya

no tenían justificativo, puesto que la misma ley la  borraba de manera

general en todas las hipótesis contempladas anterio rmente por el

Código civil.

Luego, de manera aluvional, se habían agregado al a rtículo

4016 bis previsiones vinculadas con la adquisición por prescripción

de cosas muebles registrables, que no estaban conte mpladas en el

Código de comercio.

Pero la intención general -que estimábamos acertada - era la

tendencia a unificar la solución, no sólo en el con tenido sustancial

de los textos, sino también en su forma de expresió n, para hacer

efectiva de esta manera una aspiración de la doctri na nacional: la

unificación de la legislación civil y comercial.

Esa aspiración, que veinte años atrás se reflejó en  algunos

textos, se convertirá en realidad si este proyecto que cuenta con
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2. Ver nuestro "La interrupción, la suspensión y la di spensa de la
prescripción en las obligaciones comerciales y los nuevos artículos 3966 y 3986 del
Código civil", en Cuadernos del Instituto de Derech o Comercial, Universidad
Nacional de Córdoba, 1975, Nº 125.

En especial apartado VIII, Conclusiones 1 y 3.

media sanción de la Cámara de Diputados es aprobado  también por el

Senado de la Nación y podremos gozar de un sistema de prescripción

unificado, aplicable tanto a las relaciones jurídic as civiles, como

a las comerciales.

En una primera aproximación, que es lo único que po demos

hacer en el escaso tiempo transcurrido desde que se  conoció el Pro-

yecto, advertiremos que las reformas propuestas pue den clasificarse

en tres categorías: en primer lugar encontramos alg unas soluciones

que parecen claramente beneficiosas para el buen fu ncionamiento del

régimen de la prescripción, y merecen un cálido elo gio.

Es un acierto, sin duda, el intento de unificar las  solu-

ciones, eliminando las divergencias que existían en tre el derecho

civil y el comercial, no solamente en materia de pl azos de prescrip-

ción sino también con relación a las situaciones su spensivas (no

admitidas por el derecho comercial), o a la diferen cia en la propaga-

ción de los efectos interruptivos en las obligacion es solidarias 2.

Otro acierto notable es la redacción dada a muchos textos,

que clarifica su sentido y facilita su interpretaci ón.

Además se reduce el número de hipótesis y en lugar de una

larga y complicada nómina de casos especiales (dos meses, tres meses,

seis meses, uno, dos, cuatro, cinco años, etc...), en materia de

prescripción liberatoria encontramos ahora un plazo  ordinario de

cinco años (art. 3933) y dos o tres casos especiale s (artículos 3934

y 3935), lo que torna más sencilla la comprensión, estudio y aplica-

ción práctica del régimen.

Por último vemos que, siguiendo una tendencia gener alizada

en el derecho comparado moderno, se han abreviado l os plazos, para

afianzar el valor seguridad , que es el fundamento básico del institu-

to de la prescripción.

Pero, como suele suceder con frecuencia en proyecto s de la

envergadura del que ocupa nuestra atención, al lado  de las reformas

elogiables, encontraremos otras que son opinables  y algunas que no
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llamaremos malas  pero que, por lo menos a nuestro entender, son obje-

tables . Y ello es lógico, ya que hay puntos en que no es fácil dis-

cernir con exactitud si al reforzar o debilitar la seguridad jurídi-

ca, se contribuye realmente a obtener el valor justicia , lo que pro-

voca arduas discusiones doctrinarias que se reprodu cirán con motivo

de este Proyecto, a lo que debe sumarse que en algu nos casos las

normas propuestas no parecen responder al espíritu general que ha

inspirado a la reforma, como lo veremos oportunamen te cuando efectue-

mos el análisis de los casos particulares.

2) Apreciaciones generales sobre la prescripción .

a) Seguridad y justicia .

Para valorar adecuadamente el proyecto de Reforma q uizás

convenga recordar brevemente el fundamento de la pr escripción.

Todos los institutos jurídicos que tienden a regula r rela-

ciones humanas persiguen la finalidad de hacer rein ar el valor justi-

cia  que es el valor supremo en el campo del derecho. P ero la búsqueda

del valor justicia se realiza por distintos caminos . A veces se sigue

el camino de la equidad , que procura encontrar la justicia del caso

concreto por una aplicación mitigada de las normas positivas, e in-

cluso al margen de ellas. En otros casos, como en e l de la prescrip-

ción, la búsqueda de la justicia se hace por la vía  de la seguridad ,

procurando dar certeza a los sujetos sobre la exist encia o inexisten-

cia de ciertas relaciones, siempre con el propósito  de afianzar el

valor justicia, aunque en algunas oportunidades el refuerzo del valor

seguridad vaya en desmedro de la justicia del caso concreto, lesio-

nando algún interés particular, para asegurar el or den general en

beneficio de toda la colectividad, aplicando de man era estricta las

normas vigentes.

b) Naturaleza de las cosas y medios técnicos .

Advertimos también, al estudiar el Derecho Comparad o, que

en algunos terrenos hay coincidencia sustancial ent re las soluciones
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3. Juan VALLET DE GOYTISOLO, "Del legislar como legere  al legislar como
facere ", publicado en "Verbo", Madrid, Nos. 115-116, año 1973, p. 507 a 548, y
reproducido luego como capítulo  XXV en el libro "E studios sobre fuentes del
derecho y método jurídico", Montecorvo, Madrid, 198 2, p. 939 a 988.

Nos dice el destacado notario catalán que "la deter minación más adecuad a
cada situación, debe ser el resultado de una lectura  efectuada para recoger las
conclusiones resultantes de la incidencia de la sit uación y casos específicos en
la órbita del orden natural" (libro citado, Nº 18, p. 985).

4. La aceptación de un "orden natural", en las cosas, no conlleva
necesariamente la existencia de un "derecho natural ", superior al derecho positivo,
sino que es simplemente la comprobación de un hecho  que se impone por encima de la
división de escuelas filosóficas.

Tanto los "ius naturalistas", como los "positivista s", pueden estar de
acuerdo en que las cosas -y las conductas, en mucho s aspectos- obedecen a un orden
natural, que debe ser "leído" si se desea consagrar  una ley justa.

5. DIEZ PICAZO dice, con mucho acierto, que la creenci a en un orden impuesto
por la naturaleza de las cosas "lejos de ser histór icamente un factor de
inmutabilidad, ha sido un factor de cambio jurídico " (ver "Experiencias jurídicas
y teoría del derecho", Ariel, Madrid, 1973, p. 305) , y fundamenta esta afirmación
en la experiencia histórica, que nos muestra las tr ansformaciones tecnológicas,
económicas y sociales, y su incidencia en los cambi os jurídicos.

El propio VALLET DE GOYTISOLO, cuya posición "ius n aturalista" es conocida,
afirma que la naturaleza en la que debe leerse el d erecho "no es una naturaleza
puramente material, ni una naturaleza muerta ni inm óvil. En su dinámica intervienen
causas materiales, eficientes, formales y finales" (obra citada, p. 982),

Ver también nuestro "Cambio social y cambio legisla tivo", Anuario de Derecho
Civil, Madrid, XXXIII, 1980-I, p. 105 y ss.

que consagran los más diversos sistemas jurídicos, porque al elaborar

las normas el legislador ha efectuado, como diría V ALLET de GOYTISO-

LO3, una lectura  de la naturaleza de las cosas.

Esta afirmación no pretende sustentarse en una corr iente de

ideas iusnaturalista 4; lo que sostenemos, fundándonos en una observa-

ción objetiva de distintos sistemas jurídicos y su evolución históri-

ca, es que la naturaleza de las cosas imprime ciert o sentido a las

relaciones humanas y trae como consecuencia, en pri mer lugar, que la

solución justa  consagrada por distintos pueblos sea coincidente, ya

que obedece a esa común naturaleza de las cosas; y,  en segundo lugar

que esas soluciones no sean inmutables, sino que de ben modificarse

cuando la naturaleza de las cosas, siguiendo la ley  de evolución, se

modifica o cambia 5.

En materia de prescripción lo único que subyace en la natu-

raleza de las cosas es el deseo, muy humano, de goz ar de seguridad,

pero no la forma concreta de hacer efectiva esa seg uridad en las

relaciones. Por eso, tanto la Historia del Derecho,  como el Derecho

Comparado, muestran que en todos los regímenes jurí dicos aparece el
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6. Conf. VALLET DE GOYTISOLO, quien nos dice que a vec es "ese orden requiere
unas determinaciones  que, arbitrariamente dentro de ciertos límites, fi jen lo que
sea justo (circular por la derecha y no por la izqu ierda; edad de la mayoría, plazo
de tal supuesto de prescripción, duración de una co ndena, etc.)", obra citada, Nº
18, p. 985.

instituto de la prescripción , pero muestran también que las solucio-

nes se abren en un abanico amplísimo, sumamente div ersificado. Se

trata de un problema de técnica jurídica que el leg islador resuelve

de acuerdo a la época y lugar concreto en que le to ca legisferar y lo

hace aplicando criterios que no denominaremos arbit rarios, pero que

en alguna medida son discrecionales 6. O, dicho en otras palabras,

queda librado a la discreción del legislador la sel ección de las

herramientas técnicas que integrarán el instituto d e la prescripción,

como una forma de lograr la seguridad.

Esta selección de herramientas técnicas, fruto de e xperien-

cias muy particulares, es notoriamente variable y p rácticamente no

encontramos dos sistemas que coincidan, fenómeno qu e se advierte no

solamente en el terreno de la prescripción sino tam bién en muchos

otros casos en que el legislador se limita a idear una solución téc-

nica para brindar seguridad ; basta citar como ejemplo lo que sucede

en el terreno del derecho registral, donde se  han ideado muy diver-

sas soluciones técnicas, que van desde la simple re gistración crono-

lógica, hasta el folio real, pasando por el llamado  sistema Torrens,

en Australia, o con las regulaciones de tránsito: e n Inglaterra la

circulación se efectúa por la mano izquierda, mient ras que en los

países del continente europeo y en nuestra patria s e realiza por la

mano derecha. La selección de una mano de circulaci ón otorga seguri-

dad; pero, ¿cuál de esas manos debe elegirse? La el ección queda li-

brada a la discreción del legislador, pero es menes ter que se deter-

mine una mano, y luego se cumpla la norma.

En materia de prescripción, cuando nos enfrentamos concre-

tamente con la selección de plazos para poner fin a  las acciones o

para consolidar los derechos, veremos que en los di stintos sistemas

los plazos varían casi al infinito y ello se debe a  que son únicamen-

te el recurso técnico empleado por el legislador, s in que el plazo en

sí mismo se fundamente en la naturaleza de las cosa s, en la que -in-

sistimos- sólo está inserta la búsqueda de segurida d. La dimensión
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7. Ver nuestro "Régimen de la prescripción", en Confer encias sobre la
Reforma, ed. Tapas, Córdoba, 1968, Tomo 1, p. 45 y ss.; y también "Irretroactividad
de la ley y el nuevo artículo 3 del Código civil", Univ. Nacional, Córdoba, 1976,
p. 138 (distribuye ed. Zavalía).

tiempo dentro de la cual deberá consolidarse esa se guridad queda

librada a la discrecionalidad del legislador.

c) Abreviación de plazos .

No podemos, sin embargo, omitir una observación; la  cam-

biante naturaleza de las cosas, al hacer que en las  épocas modernas

las comunicaciones, el transporte y las posibilidad es de desplaza-

miento se hayan facilitado sobremanera, trae como c onsecuencia -cua-

lesquiera fuesen los plazos que originariamente eli gió el legislador-

que se tienda a abreviarlos, ya que hoy han desapar ecido muchos obs-

táculos y resulta más sencillo tener acceso a la ju sticia y saber

contra quién deben dirigirse las acciones, dónde se  encuentran los

sujetos de la relación, cuál es su situación jurídi ca, y entonces no

es menester dejar transcurrir en la incertidumbre p eríodos tan lar-

gos.

La reducción de los plazos de prescripción es un fe nómeno

que se reitera en las legislaciones que durante el curso del presente

siglo se han ocupado del problema, como lo señalamo s en 1968 con

motivo de las reformas que introdujo la ley 17.711 a nuestro Código

civil 7, y se refleja hoy de nuevo en este proyecto que ti ende a unifi-

car el sistema de la prescripción en los ámbitos ci vil y comercial.

Vemos así, en materia de prescripción liberatoria, que el

Código civil (art. 4023) había consagrado como plaz o ordinario diez

años entre presentes, plazo que podía extenderse a veinte años si la

acción debía ejercitarse entre personas ausentes. P osteriormente la

ley 17.711, atendiendo a las transformaciones opera das en materia de

comunicaciones y transporte, hizo desaparecer la di stinción entre

presentes y ausentes, pero mantuvo el plazo ordinar io en diez años,

solución similar a la contenida en el artículo 846 del Código de

Comercio. Ahora, en este Proyecto, se tiende abrevi ar el plazo redu-
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8. "Art. 3933 (Proyecto de Reforma).- El plazo ordinar io de la prescripción
liberatoria es de cinco años.

La prescripción establecida en leyes especiales ten drá los plazos que en
ellas se disponga."

9. Código civil húngaro de 1959, art. 324 (1): "Salvo disposición en
contrario de una regla de derecho, los créditos est án sujetos a una prescripción
de cinco años...".

Código civil boliviano de 1975, art. 1507: "Los der echos patrimoniales se
extinguen por la prescripción en el plazo de cinco años, a menos que la ley
disponga otra cosa".

Adviértase, sin embargo que muchos otros códigos ma ntienen como plazo
ordinario los diez años (por ejemplo los de Italia,  Polonia, Perú, Paraguay), y
otros extienden todavía ese plazo a veinte años (Po rtugal, art. 309).

ciéndolo a cinco años (art. 3933) 8, punto en que se coincide con la

solución adoptada por algunos códigos modernos 9.

La tendencia a abreviar los plazos, tiene su princi pal

exponente en el mencionado artículo 3933 y puede co mputarse entre los

aspectos netamente positivos que han de merecer el aplauso generali-

zado de la doctrina.

d) Reducción de supuestos .

Vemos, sin embargo, que hay numerosos casos que en el Códi-

go Civil, o en el Código de Comercio, tienen fijado s plazos de pres-

cripción menores a los cinco años y que, de aprobar se el Proyecto,

quedarán subsumidos en la hipótesis ordinaria del a rtículo 3933, ya

que ahora no se los contempla de manera especial. C itemos, a guisa de

ejemplo, la acción de reducción que tiene un herede ro en contra de la

partición efectuada por el ascendiente (art. 4024 d el Código civil);

el reclamo de honorarios profesionales (art. 4032 d el Código civil);

la acción de responsabilidad civil extracontractual  (art. 4037 del

Código civil); las deudas justificadas por cuentas de venta y los

intereses del mutuo comercial (inc. 1º y 2º, art. 8 47 del Código de

Comercio); las acciones derivadas de los contratos de sociedad y de

los documentos endosables o al portador (art. 848 d el Código de Co-

mercio); el cobro de mercaderías fiadas sin documen to, y el de la

comisión de los corredores (artículos 849 y 850 del  Código de Comer-

cio), y las restantes hipótesis en que la desaparic ión de las previ-

siones especiales hará que los plazos actualmente f ijados, se prolon-

guen a los cinco años que se fijan para la prescrip ción ordinaria.
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10. En el nuevo Código Paraguayo, en vigencia desde el 1º de enero de 1987,
se ha procedido con este criterio, manifestándose e n la Exposición de Motivos:

"La prescripción liberatoria  es reglada separadamente de la adquisitiva, por
su distinta naturaleza. La prescripción adquisitiva  o usucapión está regulada en
el Libro IV, De los Derechos Reales, al tratar del derecho de dominio", (la
liberatoria se trata en el Libro II, Sección II, Ca pítulo V).

Esta prolongación de algunos plazos, que aparenteme nte

estaría en pugna con la evolución que señalamos en el punto anterior,

es consecuencia ineludible de otra de las ideas cen trales que inspi-

ran al Proyecto: reducir el número de supuestos , para brindar un

régimen más sencillo y de fácil conocimiento por el  hombre común, que

reemplace a la intrincada maraña que encontramos en  la normativa

vigente, inasequible incluso para los especialistas , y verdadera

tortura para los estudiantes que deben memorizar to das las hipótesis

para un examen.

En definitiva, la reducción de supuestos clarifica el pro-

blema y, por eso mismo, cumple mejor con el fin del  instituto: brin-

dar seguridad  a las relaciones jurídicas.

3) Método: mantener el tratamiento conjunto de la pres cripción libe-

ratoria y la adquisitiva .

También merece elogios, al menos desde nuestra pers pectiva,

que se haya mantenido en una sola Sección del Códig o civil tanto lo

relativo a la prescripción liberatoria, como a la a dquisitiva.

Son conocidas las críticas que algunos autores diri gieron

a Vélez por haber adoptado ese método, y también la  tendencia de

algunos códigos modernos a contemplar separadamente  una y otra forma

de prescripción, tratando la adquisitiva al ocupars e de los derechos

reales, y la liberatoria junto con las obligaciones  o los contratos 10.

Pero este fraccionamiento tiene también sus inconve nientes,

puesto que hay dispositivos comunes a ambas institu ciones, como los

vinculados con la forma de computar los plazos, y s u alteración en

razón de suspensiones o interrupciones, que es inco nveniente repetir,

lo que plantea el interrogante: ¿dónde se los inclu irá?  ¿Junto a la
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11. El Código paraguayo decidió tratar los aspectos gen erales junto con la
prescripción liberatoria, y en la Exposición de Mot ivos se expresa:

"Las normas del Anteproyecto regulan la prescripció n liberatoria en forma
general , y se ocupan de su suspensión e interrupción, y de l tiempo necesario para
que se produzca la prescripción, según la naturalez a de las distintas acciones".

Luego, en el Libro IV, al tratar de los derechos re ales, dedica una sección
(artículos 1989 a 1999) a la usucapión de inmuebles , y se ve obligado a expresar
que "las causas que obstan, suspenden o interrumpen  la prescripción, también son
aplicables a la usucapión, así como al poseedor se extiende lo dispuesto respecto
del deudor" (art, 1992). Este fraccionamiento resul ta excesivo, y no se encuentran
en el Código paraguayo normas que regulen la prescr ipción adquisitiva de muebles.

12. El Código Polaco de 1966 dedica a la prescripción u no de los títulos del
Libro Primero, Parte General (artículos 117 a 125),  después de referirse al plazo.

prescripción liberatoria, o a la adquisitiva? 11. ¿O habrá que conti-

nuar fraccionando el problema, y esas normas deberá n incluirse en la

Parte General del Código, al ocuparse de la influencia del tiempo en

el derecho ?12.

Tanto la prescripción liberatoria como la adquisiti va tie-

nen como denominador común la influencia que el tie mpo ejerce en las

relaciones jurídicas, que se traduce a veces en la extinción de una

acción y otras en la consolidación de un derecho, c omo una expresión

del valor seguridad.

Ese fundamento común, la búsqueda de la seguridad j urídica

puede justificar que se legisle conjuntamente sobre  ambos tipos de

prescripción, como lo hizo nuestro codificador, y q ue se mantenga esa

solución metodológica, como lo hace el Proyecto.

A nuestro entender la decisión es acertada pues par a sepa-

rarlas la Comisión hubiese tenido que alterar la ar quitectura del

Código y, por añadidura hubiese tropezado con las m ismas dificultades

que afrontan los Códigos que separan la prescripció n adquisitiva de

la liberatoria cuando llega la hora de determinar d ónde se ocuparán

de los aspectos que son comunes a ambas.

4) Suspensión de la prescripción .

Aceptado el acierto de la unificación legislativa, y del

propósito que la inspira al abreviar los plazos y r educir el número

de hipótesis especiales, porque ese proceder está d e acuerdo con los

tiempos, debemos indagar ahora si en la realización  concreta de esa
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13. Así lo disponían los primitivos textos de los artíc ulos 126 y 127, hasta
que en 1968 la ley 17.711 redujo esa edad a los vei ntiún años.

idea se ha procedido siempre con el mismo acierto.

Una de las diferencias más notables entre el régime n civil

y el comercial consiste en que este último no acept a ninguna hipóte-

sis de suspensión del curso de la prescripción (art . 845 del Código

de Comercio), ya que en los demás aspectos -salvo l os plazos de las

acciones- se sujeta a las reglas establecidas en el  Código civil

(art. 844 del Código de Comercio).

Si el Proyecto de reformas logra consagración legis lativa

esa diferencia desaparecerá y ambas ramas quedarán sometidas al mismo

régimen, lo que facilitaría la comprensión del sist ema por quienes

deben estudiarlo, y su aplicación por los jueces.

Parece correcto que al procederse a la unificación reapa-

rezca en el Derecho Comercial el instituto de la su spensión, pero

aquí se plantea el primer problema:  qué alcance de berá dársele o,

dicho en otras palabras, qué hipótesis de suspensió n deben admitirse?

Señalemos en primer lugar que la unificación en est e terre-

no se hizo viable a partir de la reforma del artícu lo 3966 del Código

civil por la ley 17.711, que suprimió el beneficio de la suspensión

a favor de los incapaces, tuviesen o no representan tes, que era la

hipótesis de suspensión más objetable ya que ponía en peligro la

seguridad jurídica de las relaciones permitiendo qu e las acciones se

mantuviesen vivas durante períodos inusitadamente e xtensos.

Podía ocurrir, por ejemplo, que en la titularidad d e un

derecho se sucedieran dos o tres incapaces (demente s, o herederos

menores de edad) y como en el Código la mayoría de edad se alcanzaba

a los 22 años 13, un plazo de prescripción de 2 ó 5 años, viera sus pen-

dido su curso durante 40 ó 50 años, lo que prolonga ba de manera exce-

siva la incertidumbre sobre la existencia o no del derecho, a lo que

se agregaba que en muchos casos la existencia de he rederos incapaces

era una circunstancia difícil de conocer por los in teresados.

En cambio las otras causales de suspensión prevista s en el

Código civil, aunque no aceptadas por el Código de Comercio argenti-

no, son generalmente admitidas por la legislación c omercial de dife-
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14. Citamos a guisa de ejemplo los Códigos de Italia (a rt. 2941), y Paraguay
(art. 644). Nos referimos especialmente a esos cuer pos legales, porque han
unificado la legislación civil y comercial.

15. Siguiendo a nuestro maestro Pedro LEÓN, que nos pre cedió en la Cátedra
de Obligaciones de la Universidad Nacional de Córdo ba, hemos hablado siempre en
nuestras clases de los vínculos de "potestad". Hoy pensamos que quizás sería más
exacto hablar de las relaciones de representación o  administración legales , que es
una noción algo más amplia y que comprende, en virt ud de la referencia a la
representación legal, los vínculos de potestad.

rentes países 14, porque contemplan de manera estricta ciertos vínc ulos

que hay entre los sujetos directamente implicados e n la relación

(acreedor y deudor, o poseedor y propietario), y su s efectos no se

extienden a otros sujetos, aunque la titularidad de l derecho sea

plural, sea que se trate de casos de mancomunación simple o de soli-

daridad (art. 3981 del Código civil). Es que la sus pensión, cuyo

fundamento suele ser la existencia de un vínculo de  potestad, o ma-

trimonial 15, solamente debe funcionar entre los sujetos unidos  por ese

vínculo.

5) Hipótesis de suspensión admitidas por el Proyecto .

a) Las personas incapaces .

En este punto deberemos formular la primera de las objecio-

nes o, al menos, señalar que la solución consagrada  por el Proyecto

de unificación es muy opinable .

Vemos así que el artículo 3902 del Proyecto afirma que la

prescripción corre contra todas las personas, aún i ncapaces, lo que

no puede ser objeto de crítica, puesto que parece r efirmar la línea

de pensamiento introducida en nuestro derecho civil  por la ley

17.711, al reformar el viejo artículo 3966 del Códi go civil.

Pero, si leemos el inciso 2 del artículo 3907, adve rtiremos

que la prescripción se suspende "respecto del incap az que no tuviere

representación", lo que desvirtúa lo anteriormente afirmado en el

artículo 3902, puesto que la prescripción no corre  contra los incapa-

ces que carecen de representantes.

No se trata aquí de la relación entre representante  y re-

presentado, que hace inconveniente el ejercicio de acciones entre

ellos y justifica que en esa hipótesis se suspenda el curso de la
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16. "Art. 2942 (Código de Italia).- Suspensión por la condición del titular .-
La prescripción queda en suspenso:

1) Contra los menores no emancipados y los sujetos a interdicción por
enfermedad mental, por el tiempo en que no tienen r epresentante legal y por seis
meses siguientes al nombramiento del mismo, o a la cesación de la incapacidad;
...".

Esta norma es reproducida en el nuevo Código del Pa raguay (art. 642).

17.  Sin embargo comprendemos que el punto es opinable,  ya que el plazo de
tres meses que fija el artículo 3980 para solicitar  la dispensa de la prescripción
cumplida, puede resultar angustioso e insuficiente para el representante del
incapaz, que deberá en ese breve término interioriz arse de todos los negocios de
su representado, para intentar las acciones corresp ondientes. El mismo razonamiento
puede esgrimirse si en lugar de mediar la designaci ón de un representante, cesa la
incapacidad (mayoría de edad, o curación del enferm o mental), y el pedido de
dispensa debe efectuarse personalmente por el inter esado.

prescripción; no, aquí se trata de todas las relaci ones jurídicas que

afecten a un incapaz sin representante, lo que da a mplio campo de

aplicación a la situación suspensiva más discutible  y puede signifi-

car un retroceso con relación a las normas vigentes , ya que se rein-

troduce una hipótesis que desde 1968 ni siquiera nu estra legislación

civil admitía.

Es cierto que si recorremos el derecho comparado ve remos

que la solución se ha tomado de uno de los códigos que han unificado

la legislación civil y comercial 16.

Pensamos, sin embargo, que quizás sea objetable que  se

establezca de manera general la suspensión en favor  de los incapaces

(aunque se limite este beneficio a los incapaces si n representante),

y hubiese sido preferible mantener la solución que consagra el actual

artículo 3966 del Código civil, que permite en tale s casos aplicar la

dispensa de la prescripción 17, prevista en el artículo 3980, solución

que coincide con la del derecho comercial, puesto q ue el artículo 845

del Código de Comercio admite la aplicación del art ículo 3980 del

Código civil.

En resumen , creemos que no hay inconvenientes en extender

al derecho comercial otras situaciones suspensivas,  fundadas en el

vínculo existente entre los dos sujetos de la relac ión jurídica, sea

que se trate de un vínculo de potestad, una represe ntación necesaria

e, incluso, los administradores de personas jurídic as, o de la heren-

cia aceptada con beneficio de inventario, pero que para los incapaces

sin representantes debió mantenerse la solución vig ente, que es supe-
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rior a la adoptada por otros códigos.

b) Los vínculos de potestad y la representación .

En la actualidad nuestro Código civil, y en general  casi

todos los códigos del mundo, aceptan que se conceda  el beneficio de

la suspensión cuando entre los sujetos existe una r elación de potes-

tad. Dos razones, principalmente, justifican esta s olución, a saber:

1) El sujeto sometido a potestad es un incapaz de h echo,

que no puede por sí mismo hacer valer los derechos que tendría contra

su representante necesario, y no se concibe que ést e dirija una ac-

ción en contra de si mismo.

2) Por otra parte, aunque el representante podría d emandar

al incapaz, es inconveniente que lo haga porque ell o creará un con-

flicto de intereses incompatible con su función.

Dentro de esta línea de pensamiento el Proyecto cor rige una

deficiencia del Código vigente, cuyo artículo 3973 se limita a men-

cionar los tutores y curadores, omitiendo los padre s que ejercen la

patria potestad, lo que ha originado dificultades i nterpretativas,

mientras que el inciso 3 del proyectado artículo 39 07 se refiere en

términos genéricos a todos los casos de representac ión legal.

Pero este nuevo precepto tiene una amplitud que a n uestro

criterio resulta inadmisible y lo hace pasible de s erias críticas,

pues extiende las hipótesis de suspensión a todas las representacio-

nes convencionales , e ¡incluso a los casos de mandato sin representa-

ción!.

Parece conveniente leer cuidadosamente esa norma, y  luego

analizarla parte por parte. Dice el mencionado inci so 3 del artículo

3907:

" Entre representado y representante, sea la represen tación

legal o convencional e incluído el caso del artícul o 152 bis, y

entre mandante y mandatario aunque no haya represen tación. El

curso de la prescripción de la acción del pupilo co ntra el tutor

o curador en relación con las cuentas de la gestión  se suspenden

hasta la rendición judicial de aquéllas ".
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18.  Conf. Juan Carlos GHIRARDI, "La inhabilitación jud icial", Astrea, Buenos
Aires, 1980, quien afirma que el inhabilitado "es b ásicamente capaz, aunque su
aptitud de obrar se vea restringida en algunos caso s, necesitando de la concurren-
cia de un asistente que contribuye a integrar su vo luntad jurídica" (§ 30, p. 216).

En igual sentido José W. TOBÍAS, "La inhabilitación  en el derecho civil",
Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1978; este autor, lue go de efectuar un prolijo
análisis de los actos del inhabilitado, llega a la conclusión "de que el
inhabilitado es un sujeto capaz con capacidad de ob rar restringida" (Nº 198, p.
218).

Por nuestra parte hemos sostenido que el artículo 1 52 bis prevé un régimen
de inhabilitación "disponiendo se designe un curado r, que no será un representante
de la persona inhabilitada, sino que deberá asesora rla y concederle la autorización
necesaria para que realice actos de disposición o a quellos actos de disposición que
la sentencia determine que no puede realizar por sí  solo el inhabilitado" (Nota
sobre las personas que pueden solicitar la inhabili tación, Boletín de la Facultad
de Derecho Córdoba, XXXIV, 1970, p. 484).

19.  Al respecto expresa GHIRARDI: " ... en todas las c uestiones suscitadas
entre inhabilitado y curador por divergencia de opi niones en relación a la
conveniencia o no de la realización de algunos nego cios, estimamos que el
inhabilitado podría recurrir a la autoridad judicia l  ..." (obra citada en nota
anterior, § 31, p. 247).

Por su parte TOBÍAS (obra citada, Nº 195, p. 215), refiriéndose a las
relaciones procesales , sostiene que es indudable la capacidad procesal d el
inhabilitado para intervenir en los procesos relati vos a actos que le están
permitidos, y que necesitaría la asistencia del cur ador en los otros litigios.

Se ha pretendido sostener que la suspensión que pre vé la reforma se justifica
en razón de la función tuitiva que cumple la inhabi litación, sin advertir que
también puede causarle perjuicio, pues no solamente  suspende la prescripción de las
acciones que él pudiera tener contra su curador, si no también prolonga la vida de
las que éste tenga contra el inhabilitado.

Aceptamos que la prescripción se suspenda en los ca sos de

representación necesaria, por las razones que dimos  más arriba, pero

resulta muy dudoso que deba extenderse a las hipóte sis de inhabilita-

ción del artículo 152 bis, ya que el inhabilitado es un sujeto capaz ,

que no está sujeto a representación, y el llamado " curador" que se le

designa cumple solamente funciones de "asistencia",  prestando confor-

midad a los actos de disposición, pero en manera al guna sustituyendo

la voluntad del inhabilitado ni actuando como su re presentante 18.

El inhabilitado no tiene obstáculos, ni jurídicos, ni de

orden práctico, para ejercitar acciones contra ese "curador", ni

contra cualquiera ya que la ley solamente le prohib e "disponer de sus

bienes por actos entre vivos" sin la conformidad de  ese curador e

incluso si éste negase esa conformidad, el inhabili tado podría pre-

sentarse directamente ante el juez para solicitar u na autorización

sustitutiva demostrando que el acto no resulta inco nveniente para sus

intereses 19.

Insistimos en que el curador previsto por el artícu lo 152
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bis cumple funciones de asesoramiento y asistencia,  pero no actúa en

representación del inhabilitado, por lo que -a dife rencia de los

supuestos de representación legal- no parece correc to que en esta

hipótesis se establezca la suspensión de las accion es entre el cura-

dor-asistente y el inhabilitado, salvo que se prete nda justificarla

en la inconveniencia de un enfrentamiento entre dos  sujetos que deben

actuar en armonía, y en el ascendiente que puede ll egar a adquirir el

asistente, por los consejos que da al inhabilitado,  y le otorgan una

situación de preeminencia que constituya un obstácu lo para que éste

se decida a promoverle una demanda.

En resumen , la inclusión de la situación de curatela co-

rrespondiente al artículo 152 bis no resulta totalm ente convincente

y requiere que meditemos con serenidad sobre el pun to.

Pero, mucho menos clara  -y a nuestro entender fran camente

objetable- es la extensión de la suspensión a todos  casos de repre-

sentación convencional. y a los de mandato aún sin representación. En

lugar de ello hubiera sido quizás necesario referir se a las acciones

de responsabilidad de las personas jurídicas contra  sus administrado-

res, mientras ellos están en el cargo, como lo hace n el código ita-

liano (art. 2941, inc. 7), y el paraguayo (art. 644 , inc. e), o in-

cluso de todas las acciones que puedan entablarse e ntre ellos, que es

la solución adoptada en el código peruano (art. 194 4, inc. 7).

Es que las personas jurídicas no tienen capacidad d e hecho,

y solamente pueden actuar por medio de sus represen tantes, lo que da

a la representación un carácter necesario y justifi ca que en tal

hipótesis se suspenda el curso de la prescripción, por fundamentos

similares a los que autorizan a suspender la prescr ipción entre los

incapaces y sus representantes legales.

En cambio el que otorga una representación convenci onal

puede en cualquier momento revocarla y entablar las  acciones que

estime convenientes. Resulta anómalo que la mera su bsistencia de un

mandato, incluso sin representación, pueda prolonga r indefinidamente

el curso de la prescripción de cualquier tipo de ac ción que existiese

entre esos sujetos, incluso ajena a la relación de mandato!.

Quién de nosotros no ha otorgado hace años un poder  de

representación o un mandato, que se ha inscripto en  el registro co-
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20. Esto nos obliga a reflexionar nuevamente sobre aspe ctos de técnica
legislativa. Proyectos de la importancia del que no s ocupa deben ser difundidos y
analizados con detenimiento, sometiéndolos luego a una revisión prolija antes de
su sanción, punto del que nos hemos ocupado al trat ar de "La lesión y algunos
códigos modernos", J.A. Doctrina 1974, p. 346 a 356 , y muy especialmente cuando,
refiriéndonos al proceso de elaboración del Código civil portugués decíamos:

"A todas luces merece un cálido elogio la vía elegi da para llegar a la
sanción del nuevo Código, sin apuros intempestivos;  procurando que los anteproyec-
tos tuvieran amplia publicidad y discusión en todas  sus etapas, ejemplo que debe
ser seguido por cualquier país que se encuentre en trance de adoptar medidas
similares, atento la fundamental importancia que ti enen las leyes civiles para la
vida de un pueblo" (ver nuestro libro "La lesión y el nuevo art. 954", Imp. Univ.
Nacional, Córdoba, 1976, p. 52 y 53, distribuye ed.  Zavalía).

rrespondiente y cuya validez subsiste por no haber sido revocado?

Cuántos son los que al tener que ausentarse tempora riamente, confían

en un pariente o amigo la atención de sus asuntos, y le dan poder

para cobrar los sueldos, o las rentas de un inmuebl e alquilado, y al

mismo tiempo pagar sus deudas, administrando e incl uso disponiendo de

sus bienes? Y este hecho, tan frecuente en la vida cuotidiana, justi-

fica que de inmediato deje de correr la prescripció n de cualquier

relación jurídica que exista entre esos sujetos?. C reemos que resulta

francamente excesivo, y que con ello se atenta grav emente contra el

principio de seguridad que inspira todo el institut o de la prescrip-

ción.

Nos parece que aún más que los civilistas, quienes van a

poner el grito en el cielo contra esta prolongación  de la vida de las

acciones han de ser los comercialistas, que en su r ama del derecho no

aceptan en ningún caso la suspensión, y que ahora l a verán aparecer

con un alcance muy amplio, casi desorbitado, extend iéndose de manera

alarmante.

Como la innovación es importante, y parece estar en  contra

del fin de la institución, exigirá meditar serena y  prudentemente

sobre la conveniencia de su aceptación 20.

Finalmente, la última parte del inciso 3, refiriénd ose a la

suspensión entre tutores y curadores y sus pupilos,  se refiere al

punto relativo a las cuentas de la tutela, especifi cando que en este

caso la  prescripción de los acciones para reclamar  por esa gestión

permanece suspendida mientras no se haya efectuado la rendición de

cuentas, aspecto en  el que se separa de la solució n actualmente

vigente (ver artículos 4025 y 3967 y su nota), incl inándose aparente-
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21. Recién hace pocos meses, con la sanción de la ley 2 3.515, se ha
introducido el divorcio vincular en el sistema jurí dico argentino.

mente por la consagrada en el Código italiano (art.  2941, inc. 3),

pero sin establecer la limitación que contiene esa cuerpo legislativo

para las hipótesis de cesación de la incapacidad o muerte del repre-

sentado (art. 387, código italiano).

Confesamos que en un primer momento no advertimos l os in-

convenientes que puede acarrear la norma proyectada , pues al no exis-

tir una remisión semejante a la contenida en el tex to que se tomó

como modelo, y desaparecer el actual artículo 4025,  la acción podrá

prolongar indefinidamente su vida, aún después de h aber cesado la

incapacidad del pupilo que llegado a la mayoría de edad no reclama a

su ex-tutor que rinda cuentas.

Estamos convencidos de que este párrafo del inciso 3 del

artículo 3907 debe ser suprimido, pues no tiene raz ón de ser cuando

se trata de incapaces que continúan sometidos a rep resentación, ya

que en tal caso se aplicará la primera parte de la misma norma, y

desde el momento en que la representación cesa qued a expedito el

camino para solicitar la rendición de cuentas por l o que, y en virtud

de lo previsto en el artículo 3904 del proyecto, el  plazo de pres-

cripción debe comenzar su curso.

c) El vínculo matrimonial .

El inciso 1 del artículo 3907 cambia sustancialment e el

régimen vigente, ya que limita el alcance de la sus pensión de la

prescripción entre cónyuges a la subsistencia de la  sociedad conyu-

gal .

El Código, en cambio, establece en los artículos 39 69 y

3970 que "la prescripción no corre entre marido y m ujer aunque estén

separados de bienes, y aunque estén divorciados por  autoridad compe-

tente", y en las notas correspondientes explica lar gamente la razón

de esta solución, justificada también por el hecho de que el llamado

"divorcio" no disolvía el vínculo matrimonial 21.

La transformación operada en el régimen matrimonial  justi-
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fica que el Proyecto reduzca la suspensión y elimin e este beneficio

en el caso en que los cónyuges se hayan divorciado vincularmente

(artículos 214 y ss.), e incluso cuando medie una " separación perso-

nal" (artículos 206 y ss.). Si la quiebra del afect o matrimonial los

ha llevado a discutir judicialmente sobre un proble ma tan delicado,

no hay razones que impidan el ejercicio de acciones  para hacer valer

intereses económicos.

Y esto es, en definitiva, lo que dispone el Proyect o, pues

ambas formas de divorcio ponen fin a la sociedad co nyugal (art. 1306

del Código civil).

Residualmente, tampoco habrá suspensión si media en tre los

esposos una separación de bienes sin divorcio (artí culos 1291 y 1294

del Código civil), solución que, aunque contraria a  la actualmente en

vigencia, no parece desacertada.

d) Herederos beneficiarios .

El inciso 4 del artículo 3907 establece la suspensi ón de la

prescripción a favor del heredero beneficiario "por  sus créditos

contra la masa del sucesorio".

Esta norma viene a reemplazar a los actuales artícu los

3972, 3974, 3975 y 3978, en los que se contemplan u na serie de deta-

lles que ahora desaparecen, lo que nos obliga a int errogarnos sobre

el acierto de esas supresiones.

En primer lugar debemos recordar que a partir de la s refor-

mas que la ley 17.711 introdujo al artículo 3363 de l Código civil,

toda aceptación se presume beneficiaria, y como al aceptar la heren-

cia "queda fija la propiedad de ella en la persona del aceptante,

desde el día de la apertura de la sucesión" (art. 3 344), parecería

que la supresión del artículo 3978 está plenamente justificada.

No parece tan correcto en cambio suprimir el artícu lo 3974,

que impide al heredero beneficiario invocar a su fa vor la prescrip-

ción que se hubiese cumplido en perjuicio de la suc esión que adminis-
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22.  "Art. 644 (Código del Paraguay).- La prescripción q ueda suspendida:
...d) respecto del heredero que ha aceptado la here ncia a beneficio de

inventario, con relación a sus créditos contra la s ucesión; ...".
El legislador paraguayo incurre en el error de repr oducir en este inciso el

artículo 3972 del Código, que resuelve el problema parcialmente, ya que estaba
completado por el artículo 3974. Lo mismo ha sucedi do a los autores del Proyecto
de reformas que comentamos.  

23. "Art. 2941 (Código de Italia).- Suspensión por relaciones entre las
partes :  ... 5) Entre el heredero y la herencia aceptada con beneficio de
inventario; ...".

En el Código italiano queda bien claro que la relac ión que existe entre las
partes -heredero beneficiario y herencia- suspende todas las a acciones que
pudieran haber entre  ellas.

tra, y que se tome como modelo al Código paraguayo 22, en lugar de

inspirarse en el Código italiano 23) que se refiere a todas las rela-

ciones que existen entre el heredero beneficiario y  la herencia.

Entendemos que el defecto debe ser subsanado, pero si no lo

fuera le queda al intérprete un camino de solución,  ya que el herede-

ro beneficiario "debe administrar la sucesión" (art . 3382), lo que en

cierta manera lo coloca en la situación de "represe ntante". y a la

sucesión como "representada", lo que permitiría apl icar la primera

parte del inciso 3 del artículo 3907 del Proyecto.

Debe recordarse que la causa que justifica la suspe nsión en

esta hipótesis es la existencia de la relación "adm inistra

dor-administrado", que crea un obstáculo al ejercic io de las accio-

nes, porque ni se va a reclamar él mismo lo que deb e, ni es conve-

niente que demande a la herencia que administra.

e) Prejudicialidad penal .

Finalmente, el inciso 5 del artículo 3907 del Proye cto,

dispone que la prescripción se suspende:

" durante el curso de la acción criminal a que se ref iere el

art. 1101 ".

Sinceramente debemos confesar que no entendemos con  clari-

dad qué se propone el legislador con esta norma, ya  que el artículo

1101 contempla dos hipótesis de prejudicialidad, y en ambos casos se
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ha intentado una acción civil, pendiente de resoluc ión, que tiene

efectos... ¡ interruptivos !.

Conviene releer el mencionado artículo 1101, que no s dice:

" Si la acción criminal hubiere precedido a la acción  civil,

o fuere intentada pendiente ésta, no habrá condenac ión en el

juicio civil antes de la condenación del acusado en  el juicio

criminal, etc. ...".

Pues bien, decíamos que las hipótesis son dos, o se  inició

primeramente el juicio civil, o se entabló en prime r lugar la acción

penal y luego demanda civil.

La verdad es que el artículo 1101, al que se remite  el

Proyecto en la hipótesis que analizamos, se refiere  siempre a casos

en los que se ha deducido la acción civil, antes o después de la

acción criminal.

En el primer caso, si se dedujo la acción civil ant es que

la penal, no podrá en manera alguna funcionar el in ciso 5 del Proyec-

to, pues la demanda ha tenido como virtualidad inte rrumpir el curso

de la prescripción y aunque el litigio queda parali zado, mientras no

se produzca la caducidad de la instancia la acción permanece viva y

la prescripción continúa interrumpida porque, como bien sabemos, los

efectos de la interrupción por demanda judicial no se agotan instan-

táneamente, sino que perduran a lo largo de todo el  pleito.

La segunda hipótesis prevista por el artículo 1101 contem-

pla también un caso en que se ha entablado la acció n civil, aunque

con posterioridad al juicio criminal. Desde el mome nto en que se

dedujo la acción civil nos encontramos otra vez fre nte a un caso de

interrupción , y a partir de entonces resulta improcedente habla r de

suspensión .

Será acaso que se ha querido reemplazar con esta no rma al

actual artículo 3982 bis, que con tanta inoportunid ad introdujo la

ley 17.711, y que ahora desaparece?. No creemos opo rtuno dedicarnos

en este momento al análisis de esa curiosa situació n suspensiva que

crea el artículo 3982 bis, basada en la interposici ón de una "quere-

lla criminal", que es ajena a la realidad jurídica de muchas provin-
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cias argentinas, cuyos códigos de procedimientos pe nales contemplan

la posibilidad de la constitución de parte civil en  el proceso penal,

para reclamar ante ese juez la indemnización de los  daños que ha

ocasionado el delito criminal.

Tanto en la provincia de Córdoba, que fue "pionera"  en la

modernización del proceso penal, sobre la base de u n proyecto de

Sebastián Soler y Alfredo Vélez Mariconde, como en las provincias de

Salta, Mendoza, Santiago del Estero, Catamarca, La Rioja y Corrien-

tes, que siguieron ese modelo, se admite la constit ución de parte

civil en el proceso penal, y ésa es una verdadera d emanda, que goza

de efectos interruptivos, no suspensivos.

Nos queda solamente por imaginar que la suspensión a que

hace referencia el inciso 5, se refiere a la hipóte sis en que ya se

dedujo la acción criminal, y todavía  no se ha iniciado el juicio

civil, acordando el beneficio de la suspensión dura nte ese período.

Cabe sin embargo preguntarse si ello es necesario, pues no parece

existir una situación que justifique la inacción de l acreedor, por lo

que estimamos que esta norma debe también ser objet o de prudente

análisis.

f) Efectos de la suspensión .

Para concluir con el capítulo referente a la suspen sión

haremos una breve referencia a dos artículos del Pr oyecto, el 3906 y

el 3908, que reemplazarían a los actuales artículos  3983, y 3981 y

82, respectivamente.

El artículo 3906 se refiere a los efectos de la sus pensión

diciendo que:

"... inutiliza para la prescripción el tiempo por el que

ella dure, pero aprovecha no sólo el posterior a su  cesación

sino también el corrido hasta su comienzo ".

Si lo comparamos con el actual artículo 3983 advert iremos

que su redacción es más clara y directa, sin cambia r en absoluto los

conceptos expresados por la norma vigente.
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Por su parte el artículo 3908 prevé que:

" La suspensión es un beneficio personal que sólo pue de ser

invocado por aquel a cuyo favor ha sido concedido o  sus suceso-

res, salvo en los casos de obligaciones indivisible s o cosas

indivisibles ".

Esta norma, que engloba a dos artículos del código,  deter-

mina el carácter personal del beneficio de la suspe nsión, cuyos efec-

tos solamente se producen a favor de aquel a quien la ley menciona,

porque está fundado en el vínculo personalísimo que  lo une con el

otro sujeto de la relación jurídica, lo que hace qu e no se propague

a los restantes co-interesados, lo que está dicho c on más claridad en

la norma vigente, aunque surge sin mayores dificult ades del texto

propuesto.

La excepción se da cuando nos enfrentamos con oblig aciones

o cosas indivisibles, hipótesis en la cual la suspe nsión a favor de

uno de los cointeresados, podrá beneficiar a los re stantes, por las

especiales características de la prestación, que no  es susceptible de

ejecutarse parcialmente.


